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27957 Pleno. CORRieta .positivo lk competencia número
33//1981. Sentencia número 716/1984. de 4 de di·
ciembre.· . ,_,

El Pleno del Tribunal ConstitU4:ional. compuesto por don
Jerónimo Arozamena Sierra, Vicepresidente; don ~I Latorre
Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, don Franasco Rubín
Llorente. doña Gloria \legué Cantón, don Lui. Díez Picazo, don

. Francisco Tomás y Valiente, don Rafael GÓmez·Ferrer Moran!.
don Antonio Truyol Sena y don Francioco Pera Verda¡uer.
Magistradoo, ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIÁ ,
En el conflicto positivo de competencia núm. 331/1982,~o-

vido por la Generatidad de Cataluña, representada por el A o
don Manuel Maria Vieens i Matas contra la ResoliIci6n de de
mano de 1982, de la Dirección General del Instituto Nacional de
la Seguridad SoctaI, por la que .. publican los tribunales que han
de juzgar las pruebas seleeuvas de la oposici6n de ingreso en la·
Escala Unica del Cuerpo Auxiliar de la Administraci6n de .Ia
Seguridad Social. En el conflicto ha comparecido el Gobierno de la
Naci6n. representado por el Abogado del Estado, Yha sido ponente .
el Magistrado don Angel Latorre Segura, quien expresa el pa.recer
del Tnbunal.· . .' .

1. ANTECEDENTES

L El 12 de agosto de 1982 .. ·presentó ·en este' Tribunal el
escrito de don Manuel Maria Vieens i Matas en su calidad de
Abogado de la Generalidad de Cataluña por el cnaI .. planteaba
conflicto positivo de competencia contra R"""ución de 30 de .
marzo de 1982, de la Direcci6n General del Instituto Nacional·de
la Seguridad Social (INSS), por la que .. publicaban 101 Tribunales
que han de juzgar las pruebas selectivas de la oposición de ingreso
en la Escala Unica del Cuerpo Auxiliar de la Administraci6n de la
Seguridad Social. •

En su escrito, el representante de la Generalidad de Cataluña
alega. en sustancia, 10. siguiente:

..\J Las competencias del Estad.. r de la Generalidad en
materia de Seguridad Social están delimItadas por el arto 149.1.17
de la Constitución y 17.2.8) del Estatuto de Autonomla de Cataluña
(EAC).· .. .,

El primero establece que el Estado tiene competencia exclusiva
."bre la legislación básica y el régtmen económico de la Seguridad
~Ial. sin perjuicio de la ejecuci6n de sus servicios por las
(omunidades Autónomas. El ""llundo atribuye a la Generalidad el
,Iosimollo legislativo y la ejecuc:ón de la let¡islación·.básica del
E.tado, salvo las normas que configwan.e1 régimen econñmico de
1, Seguridad Social. respecto al que unicamente .. cOnfiereD a la
...?eneralidad competencias ejecutivas o de gestión. Cita también el
"<presentante de la Generalidad 101 arts. 17.4, 25.3 Y disposición
~ransitoria 6.5 del EAC. '

B) De las disposiciones citadas deduce el representante de la
Generahdad. que corresponde a tota la provisión de los pueslos de
trabajo vacantes mediante los oport11nos titecanism... de selección
y que la dependencia de los funcionarios adscrilos a 1... servicios
o instituciones tras~ impide a los órganos """""les del
Estado odoptar cualqwer mandato. orden o resolucioaque afecte
a 'os mismoo y que no sea produ¡:to de la legislación básica que. ..
les atribuye. Advierte dicho representante Que 1& Sltuaci.ÓD de tos
funCIOnarios de la Seguridad Social y las competenc'as de la
Generalidad en relaclon con ellos son sensiblemente &OtnCtdentes
con, las previsiones que para loa funcionario¡. en· general se
<nnllenen en los art.. 149.1.I8 de la Constitución y 10.1 del EAC.
aunque respecto a los funcionarios en general puede existir una
SUjeción más estrecha a la legíslación básica. lo Que se explica ,por
que· íos funclOnanos de la Seguridad SociaJ han sido siempre objeto
de un tratamiento aparltt' Alude también el representante de la
GeneralIdad a las competellClu de ésta en materia de Sanidad
Imenor (art. 14. Ll6 de la Constitución y 17.1 del EAC) Yasistencia.
sOClaII148.1.20 de la C<>OStituClón y 9.25 del EAC), señalando que
tienen CIerta interconexión y. proximulad con la Stauridad Social y
que en todas enas están alrtbuulas las potestades dé ejecUCIón a la
Generahdad, Aduce a continuación -el escrito de la Generalidad el
Real Decreto 1517[1981. de 8 de julio, sobre traspasos a la
Generahdad de los servicioo de la Seguridad Social correspondien.
tes a los Institutoo Nacionales de la Salud (lNSALUD) y de
ServlCIOO Sociales (INSERSO/, en que ... precisan las facultades de
eJeCUClón residenciadas en la AdmlDlstración Sanitaria de la
Generalidad. Alirma que este Decreto, entre otrns extremos,
dispone la transferencia de las vacantes de auxiliar administrativo

",,"=entes a los centros, dependencias y aervici... sanitarios .
de IN UD. De ello resulta que, reaIizadn el traspas<>, el Estado
ba perdido Iaa facalladas normativas y de ejecución en relaci6n al
personal Y a Iaa vacantes de los ..rvici... e instituciones transferi-'
dOl, por 1<> que. invade las competencias de la Generalidad con
cnalquier acción que haga referencia a los medioo~
transferid... fuera de los atribuidoa ... materia de legislaetón básica.

C) Analj::,~ el representante de la Generalidad la
resolución im Señala que es consecuencia de otra anterior
de la misma DireccióD General del INSS, de 21 dejulio de 1981.
por la que .. convocaroo mil pIaaas de la Escala Umca del Cuerpo .
Auxiliar de la Administración de la Seguridad Social Y que debe
calificarse de acto de ejecución. Am6as órdenes tienen como
cobertura legal la de 4 de julio de 1981. del Ministerio de Trabajo.
Sanidad y S<Iuridad Social, que regula el ingreso en 1... diferentes
Cuerpos de Funcionarios de dicha Seguridad SoctaI. El hecho de
que la Generalidad no haya impugnado la Orden de 21 de julio por
la que .. convocaroo las pIaaas no impide la presente iml?'!8"tlCÍón.
dado el carácter indisponible de las competencias atribuIdas por la
Constitución y el Estatuto de Autonomla.A esle respecto,. cita el
representante de la Generatidad la Sentencia de este Tribunal
Constitucional de 24 de mayo de 1982.

D) Entrando en las causas que motivan el presente conflicto..
el representante de la Generalidad seilala que' hay doo motivos:
uno. claro y terminante". y otro. aparentemente más lejano o
remoto. En cuanto al primero. la Resolución impugnada designa
como Vocal titular numo 2 del Tribunal que ha de actuar en

.Baroelona a un funcionario ya traspasado a la Generalidad con
efilctoa de 24 de <>CIubre de 1981. Ahora bien, la Comunidad
AutóGoma de Cataluña, salvando.1as competencias del Estado por .
1<>:Ir: a la legislación básica, ha asumido todos los derechos
:yo' 'ones ea relación a los funcionarios transferidos. )' entre
elloo 01 de nombrarlos de miembros de los trihunales para las
pruebas selectivas de oposiciones y c<>ocursos. El segundo motivo"
se conecta con la facultad de la Generalidad para proveer las pIaaas. .
o puestos de trabaijo -vacantes en los servicios de su competencuL
dimanantes de la potestad ejeCUtiva O d~ organización de esos
servicioo <iue consagran los preceptos de la ('onstitU4:ión y del EAC
antes citadoa. Siempre segÚD el representante de la Generalidad la
Orden impugnada IOvade las competencias de éllta en cuanto las
plazas convocadas C(lmprenden vacantes correspondientes a servi­
cioa de la Generalidad. Rechaza dicho representante. la afirmación.
hecha en la contestación del Goblerno al requerimlenlo hecho por
la Gen~dad de que las vacantes de que se trata de cuOOr no
hayan SIdo t:ransferidai aunque se encuentresl en. territono catalán.
Dice a continuación que no hay qlk olvidar Que todavía no han-
.sido ttilspasadoo a la Generalidad los serviclos correspondientes al
INSS al que el ar\. 7 del Real Decreto 1854/1979. de 30 de Juho,
encomed6 la selección de 1... funcio<llllios que hubieran de prestar
servicios en el propio INss. asi como en elINSERSO e INSALUD.
y que esta circunstancia ha podido provocar el equívoco de que en
Cataluña elINSS seguía ostentando la funcIón de proveer las plazas
_tes de los servicins ya transli:ndns a la Generahdad. cuando
1<> cierto es que, con arreaIo a la Conslltución larLI49.1.17/ y al
EAC lar\. 17.2.a)), el INSS carece de tales atribU4:lones. no sólo
reapeeto a 100 servicios traspasados, SIno .ncluso a todoo los de la
Seguridad Social en Cataluña. pues las facaltades del Estado se
limitan en Cataluña a dictar la legtslaclon bastea. Senala después el
representante de la Generalidad que el hecho de que la ResolUCIón
impugnada sitite en tetritorio catalán Stete de loo tnbunales
impugnados denota por sí una IDv8S1On de la esfera competenclaJ
de la Generalidad. en ningún caso Jusulicable en aras a dar las
máxi\1l&S facilidades a los aspirantes. {liazas ftiera de ese temlono.
Y, por último. la conexión Cierta y directa entre las plazas
convocadas y las vacantes Que en. su caso corresponde cubrir a la
Generalidad resulta del hecho revelador de que un miembro de uno
de 101 tribunalea preVISto sea un funCIonario trasPasado.

E) De todo lo antenor. concluye el representante de la
Generalidad que. aunque constitUCIonal ~ estatutanamente no sea
necesario Incluir en las diSPOSICIOnes v actos de la AdmmlstraClón"
Central del Estado una clauSUla de reserva expresa para tas
competenetas atribUidas a las ComuOld.ades ""utónomas. en el caso
de este conflicto la aUsenc1a de dicha reserva:. unida a las ctrcuns.
tancías. concurrentes Y. de m<>dn espec1al. a la de que por la
AdmlOlstraa6n Central del .fstado .. haya dIspuesto unilateral·
mente de un funcionano traspasado a la Getterlllidad, Implica que
la Resolucíón nnpugnada Incurre en VICIO de incompetenaa por
lesionar las atribuciones que sobre funcionarios de la Seguridad
Social corresponden en el tetritorio de Cataluña. Y por ello pide a
este Tribunal Constitucional que se tenea por planteado en nombre
y representación del Consejo f,iecuuvo de la Generalidad de
Cataluña conflicto positivo de competencia con el Gobierno de la
Nación en razón a la ResolUCión de la Dirección General del INSS
de 30 de marzo de 1982, Y que en su dia dicte Sentencia por la que
se declare que la titularidad de la competencia. controvertida
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corresponde a la Generalidad de Cataluña y se anulr ,Iadtada
Resolución y cuantos actos se hayan dIctado en cumplimIento y
ejecución de la misma,

2. Por providencia de '2 de septiembre de 1982 se, acordó,
entre otros extremos. dar por promovido el conflicto'j dar t....lado
a! Gobierno del escrito del representante de la Generalidad y
docl!l11entos que le acompañaban para que en el plazo de veinte
días alegase lo que, estun_ convemente y aportase los documentos
que cre~era oportunos. ...

3. Por escrito presentado en este Tnbunalel 27 de septIembre
de 1982 compareció el Abogado del Estado en ~tacióndel
Gobierno y solicitó prólTOtl8 del plazo de alegaCIones por al
máximo legal. siéndole CODCedída de diez días por provIdencIa de
28 de septiembre de 1982. '

4. El 8 de octubre de 1982 el Abopdo del EstadQ fonnuló, en
sus~cia, las si¡uientes aIeaaciones:

A) El'escrito del planteaniiento del conflicto no suarda rela­
ción con el requerimiento dirisido al Gobierno, ya que en el escrito
de planteamiento se invocan dos causas de incomeetencia:Una es
la desj¡nación como Vocal de uno de los tnbunales de WI
funcionario traspasado a la Generalidad, Y otra es la facultad de la
Generalidad para prov_ las plazas o puestos de trabajo vacantes
en los servicios de su comJJetencia, dimanantes de su competencia
ejecutiva o de organizaCIón de los mencionados servicios que
consaaran los preceptos de la Constitución y del EAC invocados. es
decir, el 149.1.17 de la Constitución y 17.2.a), 17.4, 25.3 Y
disposición transitoria 6.5 del EAC. Abora bim, en el requerimien­
to dirigido a! Gobierno la c_tión relativa al nombramiento de un
funcionario transferido ni siquiera se plantea. Tampoco 1os.J'l'!'CCP"
tos constitucionales y estatutarios ÍDvocados en el requenmiento
coinciden con los.que aparecen en.e1 escrito de planteamiento del
conflicto 'j8 que en aquél se citan el 149.1.16 Y 148.1.21 de la
ConstitUCIón y el 17.1 f 4 del EAC, refiriéndose más bien a la
materia de sanidad interior. Entiende, etI consecuencia, el Aboaado
del Estado que es muy dudoso.que en el presente conflicto se liáya
cumplido el tl'ámite previo del requerimiento "'IIUIado por el ..n.
63 de la LOTC.· '

B) Entr4ndo en el fondo del asunto, el Abopdo del Estado
entiende Que la cuestión se centra en determinar a quién~n­
de seleccionar a los funcionarios .....nenecientes a la Escala. Unica
del Cuerpo Auxiliar de la Sesuridad Social. En este sentl40 los
preceptos constiJucionales y estatutarios relevantes no son los que

- se refieren a la Seguridad Social, sino a! régimen de los funciona­
rios, es decir, el an. 149.1.18 de la Constilución, que se refiere, en

. general. a «todas las Administraciones Pública..., y el 10.1.1 del
EAC, <¡ue confiere a la Generalidad competencia de desarrollo
legislatlv" y ejecución res~o al ~men estatutario de sus
funcionanos «en el marco de la legislaCIón báSIca del Estado y, en
su caso, en los términos que la misma efitablrzca». Las referencias
de la Constitución (an. 149.1.17 y del EAC. an. 17.2 y 4) a la
Seguridad Social deben interpretarse aplicables a los «Jery'Cl.....
que presta, pero no a 5U persona!. Desde esa per5pect!va, el
representante del Gobierno recuerda que en la actualidad el Cuerpo
Auxiliar, así como los restantes Cuerpos de la Administración de
la Seguridad Social, son cuerpos nacionales y poeden servir a
cualquier destino en cualquier Entidad sestora o dependenc:ia del
territorio nacional. sin que puedan considerarse funcionanos dr
una concreta esfera tertitorial de dicha Administración. Mientl'llli
ese cal'áeter de' cuerpo nacional súbsista, la sel~ón de sus
funcionarios desborda el émbito de las competencias especificas de
una Comunidad Autónoma y es da competem:ia estatal.

C) El propio EAC' confmna que la Resolución impusnada y
las nonoas de qué t.... causa son aplicables etI Cataluña. Ello se
deduce, 8eJÚn el representante del Gobierno, de la disp'osición
transitoria 65 del EAC, que etI su último párrafo '!ice que
«IIIientl'llli la Generalidad no apruebe el réJimen estatutano de sus
funcionarios, serén de aplicación ,las, dISposiciones .del Estado
vigentes sobre la matel"ía»-

Estas son respecto a seiección de funcionarios de la Seg¡¡ridad
el Real Decreto 1857/1979, de 30 dejulio, y la Orden de 4 de julio
de 1981 de los que resulta que la CItada .selección corresponde al
Estado. De acuerdo ron rales nono... la Resolución de 21 de julio
de 1981 convocó la oposición y la de 30 de marzo de 1982, ahora
impusnada, publicó los tribunalea que debian juzprlas. El hecho de
que se o'18nicen estos tribWl8les en diversas capitales atiende a una
finalidad de, descentralización y al. "bjeto de que .las pruebas se
celebren tenIendo en cuenta el domIcIlio de los asplrantes~ pero en
modo al¡uno se detennina el 1...... en que los que superen la
OIX)Sición van, a ejercer sus funciones, que puede ser cualqUI~de)
tertitorio naCIonal, Mis aún, no se ha publicado la relación de
destinos y lo 6nico que se ..be es que esos destinos ael'án en
unidades \l<1Ílericas, porque as( lo dice la convocatoria (Rffillución
de 21 de JulIo de 1981. preémbulo). .

D) Tampoco la Resolu<ió" impugnada vulnera el Real Decre­
to 1517/1981. de 8 de JuJlo ~ot-n" traspasos de servicios a ja
Generalidad en materia de ~undad Social. Los traspasos se
refieren sólo a INSALUD v allN~ERSO y afectan únicamente a las
funciones encomendadas 'POr Ja leglilación vigente a las Direcc!o­
nes Provinciales de las expresadas EnUdades Gestoras en Cataluna.
No comprende. por tanto.' las funCIOnes que competen a) INSS y.
mucho menos, las atribuidas por la legislaCIón vi¡ente no a los
Q'18UOS perilericos, sino a su Dirección General. .

E) Rechaza también el representante del GobIerno el argu­
mento del Abopdo de la Generalidad de que ésta ha asumIdo las
com~cias para la provlsn'm de vacantes respecto de tOdos Jos
servIcios de la SeJuridad SocJal y no -sólo de los traspasados. al
amparo de los arnculos 149.1.11 de la Constitución y 17.2 Y 4 del
EAC. pues las competenct81 de la Generalidad han de respetar la
legislación bisica del Estado. uno de cuyos pnnclpl~ f'!. ~om~ se
ha dicho, el can1eter nacional de- los Cuerpos de funclonanos (ir la
Seguridad Social, por lo que no se pued~ reco~ocer ~ "niJ
Comunidad Autónoma facuJtade~para seleccionar dichos j unCH)-
narlos. . .

F) Pero incluso, aun admItiendo a efectos dialécticos Que ,a
Generalidad tuviese .Ja competencia que recJama, tampoco i<'
Resolución impUlJ;l8da ni la de ~J de i~lio de ~98) IDvadina S.l

émbito competenc181, pues la pnmera fija Jos tnbunales en ale,·
ción tan sólo a! domiCIlio de los aspirantes. y la segunda remHr "
fijación de las vacantes a una Resolución ~terior. Por tanto, serlo
esta última la que en el sUJ?Uesto de que Incluyese,en eUa vacanlt"~
en Cataluña ori&inarl,! la mvasión de competenc~. X. respecto a
esta posterior ResolUCIón ea de destacar que la DirecclOn Genera;
dellNSS en escrito que se acompaña a! de a1esaciones del A~ao
del Estado y dirigido a la Generalidad con registro de salida de 25
de febrero de 1992, dice literalmente que .....ndo fueron anuncIa­
das las referidas oposiciones. ya era conOCIda de esta Direcclon
General la aprobación del Real Decreto 1517/1981, de g de JulIo.
por lo que entre las mismas no fisuran p~s funclonanab
correspondientes a órpnos o enlldades transfendas a esa enlldaG
autónoma». ,

O). En relación al nombramiento.para fonnar pane de unO de
.Ios tnbWlales en Bircelona de un funclOnano transrendo, apane de
que este motivo de incompétencia no fue ni siquiera aludido en d
requerimiento es de, señalar que el traspaso de funcionarios ,z
realiza ilsiéndQIea respetados todos los derechos de cualquier ordw
o naturaleza que les corresponden etI el momento del traspaso» (D
T. 6.5 del EAC). Entre esos derechos. dada la amplItud de la
fórmula empleada, debe incluirse el de fonnar pane de lo,
tribunales que han' de juzgar a los aspirantes a! acceso de los
Cuerpos a que pertenecen, sin que esto suponsa menna alguna de
la ~pendenciacon la Administración a 9,ue han sido transfendos.

H) Terntina el representante del Gob,erno solicitando que este
Tribunal Constitucional deni"fue todas '1 cada WI8 de las pretenslO­
nes deducidas por el Con~o Ejecutivo de la Generalidad de
Cataluña y, en panicular, .decIare que la titularidad de.1a competen­
cia controvertida, referente a la selección de los funCJonanos de la
Escala Unica del Cuerpo Auxiliar de la Administración de la
Sesuridad Social, corresponde al Estado "1 concretamente a la
Dirección General del INliS.
, 5. Pgr providencia de 22 de noviembre de 1984 se señaló el

dia 29 del mismo mes para deliberación y fallo.. .

.11. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. EJ presente conflicto positivo de competencia se ha promo­
vido por la Generalidad de Cataluña por entender que la Resolu­
ción de 30 de marzo de 1982 de la Dirección General dellnstltulo
Nacional de la Sesuridad Social (INSS) invade sus competencias. .

La Resoiución imllUllDada se apoya en una serie1le disposicio­
nes que prescindíendO de antecedentes mis remotos. arranca de la
Orden de 4 de julin de 1981, del Ministerio de Trabajo, Sanidad y
Se¡uridad Social, que ~Ia el insreso en I"s díferentes Cuel'J'Os de
Funcionarios de esta última y que en su Dispos¡ci6n final pnmera
autorizaba a la Dirección General dellNSS para C<?nvocar en el año
1981 oposiciones a diversos Cuerpos de la Sesuridad Socia! y, en
lo que aqul interesa. para convocar mil plazas de la EsraIa Umea
del Cuerpo Auxiliar. En uso de esta autorización, la Resolución dr
la Dirección General dellNSS de 21 de julio de 1982 convocó las
referidas plazas, con destino a las unidades periIericas del Instituto
Nacional de la Salud (INSALUD), delINSS. delln.stituto Nacional
de Servicios Sociales (INSERSO) y de la Teso....,a General d~ la
Seguridad Social, Ydispuso que las pruebas selectlv~sse reahzanan
etIMadrid y otras localidades que señalaaela Dirección General del
INSS..La Resolución imPUSUada, aparte'de O?tablecer .algunas
realas sobre la ,PFO?eDtación de aspirantes, orpmz6 los tnbunales ,
en todo el territorio nacional, y de ellos siete en Cataluña: En ~I
Tribunal nlÍlD. 2de loa de Barcelona fisura ~n ful)Clonano
transferido a la Getteralidad. La Generalidad entiende que esta
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Resolución vulnera sus competencias en materia de Seguridad
Sociai y- aduce dos causas que motivan el planteamiento del
conflicto. Una es la mencionada designación como vocal de un
tnbunal de un funcionario transferido, cuando el Estado carece de
toda competencia sobre el mismo. La segunda es que corresponde
a ja Generalidad la facultad de proveer las plazas vacantes en los
servicios de su competencia. En este último aspecto el razonamien­
to b.slCo de la Generalidad consiste en afinnar que le pertenecen
las competencías de ejecución en materia de Seguridad Social (ar!.
1491.17 de la Constitución y 11.2 del EAC) y que la provisión de
plazas es un t1pico acto de ejecución.AI_ además, la Generalidad
dos titulos competencia!es; como son el artieu10 11.4 del EAC
(competencia parao~ y administrar sus servicios en esa
material. el 25.3. tambtén del EAC (intq¡ración.en su mganización
de los se",iCIos corRS¡lOndientes), el 149.1.6 de la Constitución y
., I del EAC. en materia de sanidad interior, y el 148.1.20 de la
LonstituCIÓn y 9.25 del Estatuto sobre asístenel& social. Recuerda
tambien el Abogado de la Generalidad que el Real Decreto
1517/1981. de 8 de julio, efectuó el traspaso de los servicios de la
Generalidad dellNSALUD y dellNSERSO, incluyendo las pJazas
vacantes a excepción de los correspondientea a dependencias
administrativas del lNSALUD:

2 El Abopdo del Estado suscita en primer término uno'
obJecion al planteamiento del conflicto porque, a su entender, el
escrito que lo plantea no guarda relación ÓOIl el ""Iuerimiento
dirigido al Gob,erno. En.el ""Iuerimiento ni siquiera se menciona
el nombramiento como 'vocal de un tn'bunal de un funcionario
transferido. lo que en cambio constituye uno de los motivos básicos
de incompetencia seña1ados en el escrito de planteamiento. Por
otta parte, los preceptos constitucionales y estatutarioo citados en
el requerimiento para fundamentar la supuesta competencia de la
Generalidad son los relativos a materia de sanidad interior (arts.
149.1.16 Y 148.1.21 de la Constitución y 11.1.1 del EAC). ntientrlll
que en el escri!O la. ar¡umentación se oentra en loS preceptoS
relaúvos a la seguridad Social. Por eUo oonsidera dudoso el
Abopdo del estado que se hayan cumplido los ""IuisilOSdeI
artículo 63 de la LOTC respecto al ""Iuenntiento. No obstante, el
Abogado del Estado advierte que no quiere'defender la oompeten­
cia estatal a través de meros obstáculos procesales y que sólo
pretende poner de manifiesto defectos de planteamiento que no
deben pasar inadvertidoi. Enttando en ef fondo del asunto el
Abogado del Estado afirma que el Estado tiene competencias para
proveer las plazas del Cuerpó Auxiliar en Cataluña.PO':.tratarse de
un Cuerpo ~acionJ!l y.porque los preceptoS aplicados no son
relaúvos a la seguridad Social, sino al 149.1.18 de la Constitución
referen~ a las bases del réBimen estatutario de los funcionarios, y
al 10.1.1 del EAe, que otorp a la Generalidad competencia de
desarrollo y ejecución en la materia ..." el man:o de la legislación
básica del Estado y, en su caso, en los lérmillos que la misma
establezca». A tales efectos, elA~ del Estado considera básico
el carácter nacional~ en 'Ia ICSlSlación actual posee el Cuerpo
Auxiliar y las disposictones estatal~ que deri:van de este carácter Y
atnbuyen al lNSS la competenCIa y funCIOnes en materia de

.selecCIón de funcionarios.

3. Procede examinar, en primer término, la objeción suscitada
por el Abopdo del Estado respeeto a la discordancia entre' el
requerimiento y el escrito de planteamiento del conflicto. 'Es cierto
que fiOse menciona en aquélla CutStión del nombramiento como
vocal del funcionarin transferido, y es cierto también que existe una
senSible diferenCIa en la especificación de las disposiciones consti­
tucionales y estatutarias en que se pretende fundar la competencia
de la Generalidad en ambos escritos, ya que en el ""Iuerimiento se
,nvocan principalmente los preceptos relaúvos a la sanidad inte­
nor. y en el esento de planteamiento se aduoen sobre todo los
referentes a la Seguridad ~l. No parece, por tanto, que se baya
cumpltdo exactamente lo dispuesto en el artículo 63.3 de la LOTe.
en cuanto hay que entenderJ:"e1:, motivos de incompe"..tncia
alegados en el escrito de miento deben coincidir. ~
sustaDCll\. con los formulados en el ""Iuerimiento, lo cual resulta
de particular. relevancia, como se verá más ade.lante. en lo referente
a' funcionano transfendo. Menos tmP')rtaDCta podría dane a la
UI ve'P'DC18 respecto a l,?, preceptos consÚt1w.'onaJes y estatutarios
·n"~, ya que también se CIta en-el t:e9ue.rtmiento, aunque en
IvfOla tncidental, la materia de Seguridad Social. y en el escrito de
plan'eanttento del conOicto se alude a la competencia en lT.ateria de
samdad tntenor. De todas formas, tampoco este úlúmo aspecto
áebe pasar inadvertido, como dioe el <l.bopdo del Estado. aunque
no sea obstaeulo para contlnuac en el examen de la cuestión
plan¡eada.

4.. Una Comunidad Autónoma puede plantear un conflicto
~SlUvo.~ compe~ncia con el Estado cuando considere que una
dlSPOSlClOn. resolución o acto de este último no respeta el orden de
comoelencías establecido en la Consútución, en los Estatutos de

Autonontia o en las leyes correspondientes y siempre que afecte a
su propio ámbito (art. 63.1 de la WTC). Pero es evidente que no
puede p~antearse U1'J. conflicto basindose en la sospecha de que una
r:soluclón o acto del E,lado tiene como finalidad última vulnerar
el orden competencial, o puede conducir hipotéticamente a ese
.....'tltado, 'cuaMo lu misma disposición o acto impuanado no
invade ~ modo alguno las ~competencias de la Comunidad
Autónoma. Y esto es lo que cabalmente ocurre en este caso. La
Resolución impu¡nada se limita a orpnizar tribunales en todo el
territorio nacional, incluído el de Cataluña, para oelebrar oposici<>­
nes al Coerpo Auxiliar de la Seguridad Social. Ni en la Resolución
ni en ninguna disposición anterior ni, que conste a este TribUnal,
posterior, fisura la relación de vacantes a cubrir ni puede saberse,
por tanto, si entre ellas se etlCUeDtran atsunas cuya provisión pueda
corresponder a la Generalidad. El Estado lo ~nico que ha heCho,
por medio de la disposición impugnada, es orpnizar en forma
descenttalizada unas oposiciones a funcionarios de la Seguridad
Social, con la finalidad de facilitar a los aspirantes la realización de
las pruebas «habida cuenta del número y domicilio de los aspiran­
_~como textualmente dioe la Resolución de 21 de julio de 1981
( S.I~ I!!!r la que se prooede a la convocatoria. No se ve por
qu esas IlIciúdades deblan n...... a los candidatos residentes en·
Cataluila, cuando se conceden a los habitantes en los otros lugares
del territorio nacional. Y es que el oonJlicto no se promueve en
realidad por causa de esa oqanizaciÓD descentra1tzada de los
tnbunales, oíno por la sospecha de que, tras ella, se esconde la
intención de. cubrir destinos en Cataluña, lo que a juicio de la
GenenIidad vulneraria sus competencias. Tanto es así que en el

. mismo escrito del AbopQo de la Ge&eralidad se dioe que «aunque
oonstitúcional y estatutariamente no sea preciso incluir en las
disposiciones y actos de la Administración una cláusula de reserva
expresa para las competencias atribuidas a las Comunidades
AulóDotnú, en el curso de este conllicto la ausencia de dicha
reserva, unida al conjunto de circunstancias concurrentes y. de
modo especial, la de que' por la Administración central se baya
di~ unilatenalmente de un funcíonario traspasado a la Gene>­
ralidad de Cataluña, implica que la Resolución de 31 de marzo de
1982 de la Dirección General del INSS haya de considerarse que
incurre en vicio de incompetencia por lesionar las atribuciones que
sobre funcionarios de l. Sesuridad Social corresponden en el
territorio de Cataluña a la GeneraJidaót (fol. 14 y 15 del escrito del
AboBado de la Géneralidad). De donde se deduce claramente que
no es la Resolución en SÍ lo que imade las competencias comunIta·
rías, sino las circunstancias que la rodean lo que hace pensar que
se van • invadir. _..-

S. Esa oonclusión no viene desvirtuada por el hecho sobre el
que hace particular hincapié el escrito de planteamiento del
conflicto, de que se haya nombrado vocal de uno de-los Tribunales
de Barcelona a un funcionario transferido. Como se ha advertido,
el hecho no es ni mencionado en el ""Iuerimiento, y dado que en
éste ba de bacene constar «1os preoe~ de la dispos'ción o puntos
concretos de la Resolución o actos viciados de incompetencÍll» lar!.
63.3 de la WTC) bay que entender que sobre la cuesúOn no se ba
planteado verdaderamente un contIito cuyo objeto fuese decidir si
el Estado úene o no competencias páni dicho. nombramiento, ya
que un conflicto no puede promoversc por una Comunidad sin
baberse pracúcado antes el pt'OVio ""Iuerimiento exisido por la
Ley. En realidad, y como dioe oxpresamente el escrito de plan_
miento, la alegación de ese hecbo Slrve fundamentalmente para
poner de relieve la supuesta intención de la Resolución impugnada
de cubrir vacantes en Cataluña cuya previsión conesponde a la
Generalidad, sefIÚ11 ésta. Pero l. alegación tampoco puede llCOSetlle
en este senúdo, pues que se desIgne a un funcionario transferido
como miembro de un tribunal plantea una cuesúón distinta a la de
determinar qué destinos van a servir los aspirantes que este
tribunal apruebe. por lo que no cabe involucrar un tema ron otro.
como pretende el escrito de la Generalidad.

6. las consideraciones anteriores relevan a este Tribunal
Constitucional de examinar las alegaCiOnes de las partes relativas a
la competencia para proveer en Cataluña plazas de funcionarios de
la Escala Unica del Cuerpo Auxiliar de l. Administración de la
Seguridad Social y de hacer ninsuna declaración sobre la titularidad
de esa competencia, sin· que Ja presente Sentencia prejuzgue su
existencia ni su alcance, ya que la Resolución impugnada es ajena
a esa cuesúón. El contemdo del fallo ha de limitarse, por tanto, •
declarar que dicba Resolución no invade las competencías de la
Generalidad de Cataluña:. .

F,1 L L O

En atención a todo loexpues1o. d Tribunal COI1stitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONAERE-LA CONSTlTU·
CION DE LA NAClON ESPANOLA.
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Ha decIdido:
Declarar que la ResolucIón de 30 de marzn de 1982 del Instilulo

Nacional de la Seauridad Social por la que se publican loo
lribunales que han de juzsar las pruehas selectivas de la opooición
a la Escala Unlca del Cuerpo "uxiliar de la Administración de la
Sesuridad Social no mvade las competencias de la Generalidad de
Cataluña. _ '

Publíquese en el «Bolelin Oficial del Estado".

Deda en Madrid a 4 de diciembre de 1984.-Firmado: Jerónimo
Arozamena Sierra.-Angel Latorre Sesura.-Manuel Diez de Velasco
Vallejo.-Francisco Rubio Uorente.-Gloria Begué Cantón.-Luis
Diez Picazo.-FranelSCO Tomás y Valiente.-Rafael Gómez-ferrer
Moranl-;Afllonio .Truyol Serra.-Francisco Pera Verdaguer,

la sigUiente

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Jerómmo A.rozamena SIerra. Viceprestdente. y don An~J Latorre
Sesura. don Manuel Diez de Velasco Vallejo, don FranCISCO Rubio
Uorente. doña Gloria Segué Cantón. don Luis Diez Picazo. don
FranCISCO Tomás y Valiente, don Rafael Gómez·Ferrer -Morant,
don ;\ntomn Truyol Serra y don Francisco Pera Verdaguer,
Magistrados. ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY.

SENTENCIA

, En el conflicto positivo de competencia núm. 371/1982. promo­
Vido por el Abogado del Eslado, en representación del Gobierno de
la naCión, contra el Decreto 162/1982, de 3 de junio, por el que la
Generalidad asume competellCUls de réBimen local, Ha companeci·
do el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluilá, .e",esenta·
do por el "bogado don Manuel.Maria Vicens Matas, y ha sido
ponente la M"iístrada doña Gloria.lleaué Cantón, quien expresa el
parecer del Tnbunal. ' ' • -

1. ANTECEDENTES
1. Por escrilO presenlado en <$le Tribunal Constitucional el 1

de octubre de 1982, el Abogado dei Estado. en representación del
Gobierno de la nación, promovió conflietopositivo de competen­
cia frente a la Generalidad de Cataluña en relación con el Decreto
162/1982, de 3 de junio. por el que la Generalidad asume
competencIas de régimen local (publicado en el «Diario Oficial de
la Generalidad de Cataluña» núm. 234, de 23 de junio de 1982),
con la súplica de que se dietase Sentencia en la que. anulando el
CItado Decreto. se declarase que las competencias a que remite el
art. 1.° del mismo corresponden al Estado. Por otrosí solicitó.
igualmenle, basándose en el art, 161.2 de la ConstitUción. la
suspensión del Decreto impugnado> .,

2. Los argumentos en los que el Abogado del Eslado funda-
menl& su pretensión pueden resumirse -así: - > _ "

a) El apartado "l del arto '1.° del Decreto objeto de conflicto.
al asumir las comperencias atribuidas a los órganos de: la Adminis-­
traClón del Estado en el art. 421 de la Ley de Régimen Local,
precisa: «En relación con el cual se mantiene vi¡ente: Ministro de
Administración TerrÍloriaJ. Gobernador civil.»

Tal redacción resulta equívoca. pues no se sabe bien si lo que
se pretende es la asunción, por parte de la Generalidad, de las
~mpetencias de los órpnos .estatales que le mencionan. o.
SImplemente. la asunción de, Idénticas competencias, pero sin
excluir las que se mantIenen ~Jl#ntes 8 favor de aquéllos.

bJ El arto 421 de la Ley de RlWmen Local subsiste lÓlo en,
cuanlo confiere al Eslado la potestad de suspeQder. por motivos
graves de orden público, a los ~identes Y 'IIliembros de las
Corporaciones Locales por un plazo de sesenta dlaa,

Dicho precepto cuenta con una expresa fundamentación de su
legitimidad constilucional al haber s.do el\Íuiciado en UD recuno de
inconstilucionalidad, fallado en Sentencia de 2 de kbrero de 1981.
La doclrina contenida en el fundamento 10 de dicha Sentencia del
Tribunal Constitucional sirve de apoyo' a la subsistencia del
precept~ en la parte que no ha sidn afectada·por la declaración.de
mconstltuclonabdad; de aqUI que no sea preciSO añadir al referido
«I1lotivo grave de orden público" la exig<ncia 'de Que resulten
afectados los mtereses generales de la nación u ollos iotereses
extramunicipales, pues es esto último lo que actúa como justifica­
ción legitimadora del supuesto legal. Si el orden público no fuere
un valor jurídico trascendente a una esfera territorial limitada, el
precepto no habría podido subsistir, O su subsistencia no se habrla
confiado al texto originario. ,

El «motivo grave de orden PÚblico", que opera como presu­
puesto de la norma, neva implícito el juicio -por lo demás clásico
en la doetJina- de la indiviaibilidad del concepto mlamo, y
encuentra su fundamento en el reconocimiento de intereses que De
pueden calificarse jamás como intereses puramenle locales,

c) No cabe. pues. hablar de «I1lotivos graves de orden público"
Que afecten exclusivamente a la esfera tocaJ, a la esfera regíanal o
a la nacional, según cual sea en cada caso la proyección territorial

. de su incidencia o la índole o nivel de los intereses afectados por
la aparición'de estos motivos.

Los intereses que IesJtiman la drástica medida Iimitadora de la
autonomla local. contenida en el arto 421 de la Ley de RéglInen
Local, son. pues. «intereses generales». y. sin negar que «la,
Comunidades Autónomas DO son ni pueden ser ajen86 al interés
general del Eslado. la defensa espedfica de éste es alribuida por la
Constitución al GobierR"" (Senlellcia del Tribunal Constitucional
de 20 de julio de 1981. fundamento 3.°).

d) La Constitución. en su arto 149.1.29. álribuye al Estado con
carácter de competencia exclusiva «la sesuridad pública», actividad
definida por el Tribunal Constitucional como la «dirigida a la
protección de personas y bienes (sesuridad en sentidn estricto) y al
mantenimiento de la tranquilidad u orden ciudadano, que son
finalidades inseparables y mutuamente condicionadas» (Sentencia
de 8 de junio de 1982. fundamento 3."),

es claro que «los motivos graves de orden públieo» a que se
refi.... la Ley de R~menLocal sólo pueden tener cabida dentro de
la nocióD de aegundad pública» que menciona el ano 149.1.29 de
la Constitución, por lo que no cabe duda de que la compelencia
para e,ieroer las ftinciones previatas en aquella Ley debe correspon­
der al Eatado de manera exclusiva. "

La competencia del. Estado en el presente cáso no ha de medirse
CQwaticamente en función de una apreciación más o menos
IUb~va _de la noción de aravedad, sino que ésta viene ya
pretlgwada y establecida por la Ley, como condición 'misma de la
competencla. Si no hay ll"'vedad en el motivo de orden público, la
competencia no puede ejercitarse; si tal gravedad exisle, la compe-
teneJa sólo puede corresponder al Estado, '

e) Laa precedentes consideraciones no pueden cuestionarse
-como ae hace en la contestación al requerimiento de incompelen­
cia- en virtud de las competencias autonómicas en máteria de
J'élimen local, pues no debe perderae de vista que la competencia
contemplada en el ano 9,8 del Estatoto de Cataluña se silúa en el
ámbito del an. 149.1.18 de la Constitución, como lo muestra
ínequivocamente la remisión que con la fórmula «sin perjuicio»
hace el referido-¡ncepto estatutario a la expresada norma constitu-
cional. ' .

, ' Un juicio de prevalencia por razón de especialidad. o de
coakI.uier otro criterio in1erpretativo, entre las competencias sobre
se¡undad pública y S!lbre réBimen local habría, de ponderar el
respectivo alcanoe de los aparlados 18.° y 29.° del núm. 1 del arto
149 de la Constitución.
- Por eJJ!, resulta de suma relevancia la doctrina ya sentada por
el Tribunal Constitucional en el fundamento S,°de su Sentencia de
28, aede)'ulío de 1981, que destaca la singular significación del
a¡>aJ'UI,Oo 18 del arto 149.1 como notable excepción a la construc·
ClÓD *'úca ¡eneraI del precepto en que se encuadra, al reflejar una
competencia. estatal no sobre un sector ..... !' menos concreto de
la acción administrativa, sino sobre las condiciones básicas OI'gáni­
cas y funcionales en ql:e han de eje!oeJse las competencias
materiales en eualquier sector O ámbito normativo.

En virtud del arto 149.1.18 y de IU desarrollo, el Estado no
puede alterar el orden de competencias instituidas para sectores
concretos. Por ello la seguridad pública. competencia genuina del
Eslado, no poede ni aer delegada por el Estado al amparo de
una norma sobre régimen jur1dico de las Administraciones Públi­
CJlS, ni ser asumida por las Comunidades Autónomas al amparo de
íd6ntlco esquema. -

f) Vistas las cosas desde el punto de vista de la legislación
vigente sobre réBimen local, se comprende anle todo que dtcha
legislación, como norma preconstitucional•. no, p~do. tener en
cuenta la nueva ordenación de competencIas lDStltUlda;S en la
Constitución, Por lo tanto resoha patente que ni todas las compe­
tencias previstas en SU texto y nominalmente referidas ,8 órganos
del Eslado han de ejercitarse precisamente por ésle. DI tampoco
pueden las Comunidades Autónomas ~rse de modo mdiscn­
minado todas las competencias que. incJwdas en un. text!? que ha
merecido con justicia el título de codificación pa~al, > llenen su
ubicación constitucional en muy diversos entes temtonales.

- Pleno. Conflicto. positivo de compi'lencía número
37111982, SentencIa número 117/1984. de 5 de di­
cIembre.
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